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CAPÍTULO II 

LA PERSONA ENCAUSADA CON DISCAPACIDAD 



CAPÍTULO II LA PERSONA ENCAUSADA CON DISCAPACIDAD 

SECCIÓN1.ª DERECHOS DE LA PERSONA ENCAUSADA CON DISCAPACIDAD 

Artículo 61. Noción de discapacidad. 
 

A los efectos de esta ley, se entiende por discapacidad la situación en que se encuentre una persona con  

limitaciones físicas, mentales, intelectuales o sensoriales que le impidan o dificulten comprender el  

significado y las consecuencias del proceso que se sigue en su contra o que le limiten o imposibiliten para 

valerse por sí misma en el ejercicio de sus derechos o en el cumplimiento de sus obligaciones procesales. 

 

Artículo 62. Derecho de defensa. 
 

La persona encausada con discapacidad tiene derecho a defenderse en el proceso en las mismas 

condiciones que cualquier otra persona. Todas las autoridades y funcionarios que intervengan en el  

proceso penal están obligados a adaptar el procedimiento para garantizar la plena efectividad de este  

derecho. 

 

Artículo 63. Autonomía de la persona con discapacidad. 
 

1. La persona encausada con discapacidad tiene derecho a tomar sus propias decisiones a lo largo del  

proceso siempre que esto resulte posible, y en todo caso de conformidad con la sentencia de prestación de 

apoyos. Para facilitar el ejercicio de este derecho, se adoptarán las medidas de ayuda a la comunicación  

que sean adecuadas y proporcionadas al grado de discapacidad de la persona encausada, garantizando en  

todo caso que comprenda el significado de los actos procesales que le afecten y de las decisiones que 

deba adoptar en relación con ellos. 

 

2. Cuando resulte imprescindible, y no estuviese ya establecida voluntaria o judicialmente en el 

procedimiento civil, la autoridad judicial podrá establecer el apoyo adecuado a la persona discapacitada 

en los actos y con la extensión que expresamente se determine. 

 

Artículo 64. Derecho a participar eficazmente en el proceso. 
 

La persona encausada con discapacidad tiene derecho a participar eficazmente en el proceso. 

 

Los actos procesales que se practiquen con ella y, en particular, las diligencias de investigación que  

requieran su presencia se adaptarán a las necesidades derivadas de su discapacidad. 
 

Se permitirá, de resultar preciso, que un especialista o una persona de su elección y confianza  la 

acompañe en la ejecución de los mismos. 
 

SECCIÓN 2.ª INSTITUCIÓN DE APOYO 
 

Artículo 65. Asistencia de la persona con discapacidad. 

 
1. Cuando la situación de discapacidad lo requiera, la autoridad judicial podrá establecer una institución 

de apoyo que asista a la persona encausada durante el proceso, siempre que tal institución no hubiese sido 

establecida voluntariamente o por el juez civil. 

 

2. En defecto de medidas de apoyo adecuadas, la resolución judicial que establezca la institución de 

apoyo determinará los actos de información, comunicación, emisión del consentimiento o cualesquiera  

otros en los que la asistencia a la persona encausada resulte necesaria. 

 

Excepcionalmente, cuando la situación de discapacidad no admita modulación, la asistencia podrá 

referirse a todos los actos del proceso. 

 

3. La resolución que establezca la institución de apoyo para un concreto proceso penal se inscribirá en el  

Registro Civil. 
 

Artículo 66. Llamamiento o designación del asistente. 

 

Para determinar la persona que ha de integrar la institución de apoyo, la autoridad judicial seguirá las  

siguientes reglas: 



1. ª. Si ya hubiese una persona designada con arreglo a la legislación civil, la llamará al proceso, 

determinando, en la misma resolución, el alcance de la asistencia que ha de prestar a la  persona 

encausada. 

 

2. ª. Si no hubiera persona civilmente designada, o si por cualquier motivo no fuera  posible  su 

intervención en el proceso, designará a la persona o institución que resulte más idónea, determinando 

igualmente el alcance de su asistencia. 

 

En este caso, la persona o institución designada habrá de aceptar el nombramiento, que no podrá recaer 

en un miembro del Ministerio Fiscal o en el abogado encargado de la defensa de la persona encausada. 
 

Artículo 67. Información a la persona designada. 

 

1. La autoridad judicial informará a la persona que integre la institución de apoyo de los derechos de la  

persona encausada y de los actos procesales en los que tiene el deber de asistirla. 

 

También le informará de las obligaciones y cargas impuestas a la persona encausada y de la obligación de  

velar por su cumplimiento. 

 

2. En caso de incumplimiento por parte de la persona designada de los deberes que le correspondan, 

podrán acordarse contra ella las medidas coactivas y las sanciones procesales que esta ley establece para  

los testigos. 

 

No obstante, si alguna circunstancia impide a la persona designada cumplir con sus deberes, lo pondrá de  

inmediato en conocimiento del juez o tribunal. 
 

Artículo 68. Régimen de los actos necesitados de asistencia. 
 

1. Los actos para los que se haya fijado la asistencia serán practicados con la persona que integre la  

institución de apoyo y con la propia persona encausada. 

 

No obstante, cuando resulte imprescindible para suplir la falta de capacidad de la persona encausada,  

podrá acordarse que tales actos se realicen únicamente con quien integre la institución de apoyo, sin  

perjuicio de permitir, cuando sea posible, la presencia en el acto de la persona encausada. 

 

2. En la realización de las diligencias que hayan de practicarse con la persona encausada y en  el 

desarrollo de las sesiones del juicio oral, quien integre la institución de apoyo ocupará un lugar que le  

permita el contacto inmediato y confidencial con la persona encausada y con el abogado defensor. 

 

Artículo 69. Invalidez de los actos realizados sin asistencia 

 

1. Los actos procesales para los que haya sido judicialmente establecida la asistencia no serán válidos si 

se prescinde de ella. 

 

2. Tampoco serán válidos los actos realizados sin la asistencia requerida por la discapacidad de la persona  

encausada en los casos de retraso malicioso o negligente en la designación de la institución de apoyo. 
 

SECCIÓN 3.ª REGLAS PROCESALES 

 

Artículo 70. Medidas inmediatas. 
 

1. Tan pronto como la policía o el fiscal sospechen que la persona investigada padece alguna 

discapacidad que pueda afectar a su participación eficaz en el proceso adoptarán las  

prevenciones siguientes: 

a) Le informarán de sus derechos procesales en una forma que le resulte comprensible. 
 

b) Realizarán las averiguaciones necesarias para determinar si tiene designada institución de 

apoyo y recabarán la inmediata presencia de la persona que la integre, a quien informarán de 



los derechos procesales de la persona encausada. 
 

De no existir persona nombrada, se garantizará la presencia de un familiar o persona de su  

entorno que resulte idónea a estos fines y con la que no tenga conflicto de intereses. 

c) Grabarán en soporte apto para reproducir la imagen y el sonido todo interrogatorio que se 

practique. 

d) Acordarán su reconocimiento médico o psicológico por los facultativos de la clínica médicoforense,  

a fin de que se identifique su discapacidad, alcance y necesidades específicas. 

e) Adoptarán las medidas necesarias para proteger su integridad corporal, intimidad y datos  

personales. 

Artículo 71. Medidas de apoyo provisionales. 
 

1. Cuando la autoridad judicial tenga conocimiento de la existencia de una persona encausada 

que requiera medidas de apoyo por razón de su discapacidad, adoptará de oficio las que estime 

necesarias para salvaguardar su derecho de defensa y pondrá el hecho en conocimiento del 

Ministerio Fiscal para que promueva el incidente previsto en el artículo siguiente. 

2. El Ministerio Fiscal podrá también, en las mismas circunstancias, solicitar de la autoridad 

judicial la inmediata adopción de las medidas a que se refiere el apartado anterior. Tales  

medidas podrán adoptarse, de oficio o a instancia de parte, en cualquier estado del 

procedimiento. 

3. Salvo que la urgencia de la situación lo impida, las medidas a que se refieren los apartados  

anteriores se acordarán previa audiencia de las personas afectadas. 

Artículo 72. Incidente para la adopción de medidas. 
 

1. Tan pronto como el fiscal advierta que la persona encausada se encuentra en una situación 

que requiera la adopción de medidas de apoyo, promoverá las que resulten precisas ante el juez 

o tribunal que sea competente según el estado del procedimiento. 

En el escrito que dirija a estos efectos a la autoridad judicial, el fiscal determinará el alcance de 

la posible discapacidad, las concretas medidas de apoyo que interese o la adecuación al proceso 

de las ya existentes, así como los medios de prueba que pretenda hacer valer para justificar su 

pretensión. 

La solicitud también podrá realizarla la persona encausada, que podrá comparecer con su propia 

defensa o representación. También estará legitimado su cónyuge no separado de hecho o 

legalmente o quien se encuentre en una situación de hecho asimilable, así como sus 

descendientes, ascendientes, o hermanos. 



2. Recibida la solicitud, el juez o tribunal convocará una audiencia en la que oirá al promotor del  

incidente, a la persona encausada y al Ministerio Fiscal. En el curso de la misma se practicarán 

las pruebas propuestas y admitidas, se oirá a los familiares más próximos del interesado con  

quien no tenga conflicto de intereses y se practicarán los reconocimientos periciales necesarios  

para adoptar una decisión fundada. 

3. El juez acordará, en su caso, las medidas de apoyo que deban introducirse para salvaguardar  

el derecho de defensa y establecerá las actuaciones procesales en las que la persona encausada 

haya de estar asistida. Atendidas las circunstancias, se podrá excluir la celebración del juicio en 

ausencia, la conformidad o la utilización del procedimiento de enjuiciamiento rápido o 

inmediato. 

La resolución que se dicte en ningún caso predeterminará el pronunciamiento sobre la  

imputabilidad del sujeto. 

4. Contra la resolución dictada podrá interponerse recurso de reforma, que tendrá carácter  

preferente. 

SECCIÓN 4.ª REGLAS APLICABLES A LAS MEDIDAS CAUTELARES EN CASOS DE 

DISCAPACIDAD 

 

Artículo 73. Detención. 
 

1. La detención de la persona con discapacidad solo estará justificada cuando no sea posible 

obtener su presencia por otros medios menos gravosos. 

2. Si la detención resulta imprescindible, se adoptarán las medidas de adecuación que resulten  

precisas atendiendo a las circunstancias de la discapacidad. 

A tal efecto, mientras se mantenga la detención, la persona con discapacidad estará 

acompañada por una persona de su confianza y se garantizará la continuidad del tratamiento 

que esté siguiendo. 

Artículo 74. Libertad provisional. 
 

1. Si se hubiese dispuesto la libertad provisional de la persona encausada, el contenido de las  

obligaciones y prohibiciones impuestas y su forma de ejecución deberán adecuarse al grado de 

discapacidad, tomando en consideración su repercusión en el tratamiento que pueda precisar. 

2. En estos casos, podrá imponerse la obligación de sometimiento a tratamiento médico o a  

controles del mismo tipo cuando fuera necesario para garantizar alguna de las finalidades 

establecidas en el artículo 216 b) de esta ley. 

3. En caso de acordarse la custodia contemplada en el artículo 228 de esta ley, la persona o 

institución que la asuma comunicará a quien ejerza la asistencia todas las incidencias que se 



produzcan. 
 

Artículo 75. Internamiento cautelar en establecimiento especial. 
 

Cuando existan indicios racionales de que la persona encausada cometió el hecho concurriendo 

alguna de las eximentes previstas en los números 1º, 2º y 3º del artículo 20 del Código Penal y 

fuera previsible la imposición de una medida de seguridad privativa de libertad, no cabrá acordar 

la prisión provisional. 

No obstante, el juez podrá acordar la medida cautelar de internamiento en centro psiquiátrico, 

de deshabituación o educativo especial, siempre que concurran los requisitos y las finalidades  

contemplados para la prisión provisional y no exista otra medida menos gravosa para la persona  

afectada e igualmente útil para alcanzar los mismos fines. 

Para acordar el internamiento cautelar, será preceptivo celebrar la comparecencia establecida  

en el artículo 261 de esta ley. De acordarse el internamiento, sus plazos, sus prórrogas y su 

abono se ajustarán a lo previsto para la prisión provisional. 

Artículo 76. Control del internamiento cautelar. 
 

1. El control de la medida de internamiento cautelar deberá ajustarse a lo establecido en el 

artículo 270 de esta ley. A tal efecto, con ocasión de cada revisión periódica, los especialistas  

que atiendan a la persona encausada deberán aportar los informes médicos que resulten  

necesarios para evaluar su situación. 

2. En los informes elaborados por los especialistas, en todo caso, se hará constar: 
 

a) el diagnóstico y la evolución observada en el tratamiento; 

 

b) el juicio de pronóstico que se formula; 
 

c) la necesidad del mantenimiento, cese o sustitución del internamiento; 
 

d) la necesidad de separación o traslado a otro establecimiento o unidad psiquiátrica; 

 

e) el programa de rehabilitación; 
 

f) la aplicación de medidas especiales de ayuda o tratamiento, así como las que hubieran de 

tenerse en cuenta para el momento de la salida del centro. 

3. Las salidas del centro deberán ser autorizadas por la autoridad judicial. Podrán autorizarse 

puntualmente o conforme a un plan de actuación presentado por el equipo que atienda a la  

persona afectada. En ambos casos, será necesaria la previa audiencia del Ministerio Fiscal, del 

abogado de la persona afectada y de quien ejerza su representación o asistencia. 

Artículo 77. Sustitución del internamiento cautelar o de la prisión provisional. 
 

1. En cualquier momento el internamiento podrá ser sustituido por alguna de las formulas 



previstas para la prisión atenuada, si las circunstancias así lo requirieran. 
 

2. Cuando, tras haberse acordado inicialmente una medida cautelar de prisión, sobrevengan 

motivos para entender que será de aplicación una eximente completa de los números 1º, 2º y 

3º del artículo 20 del Código Penal, se convocará la celebración de una comparecencia para 

decidir si procede la puesta en libertad, con o sin adopción de otras medidas cautelares, o, en  

su caso, la medida de internamiento cautelar. 

3. Lo dispuesto en el apartado anterior será, en todo caso, de aplicación cuando, estando la  

persona encausada presa, la sentencia dictada en primera instancia aprecie la concurrencia de 

una eximente completa de los números 1º, 2º y 3º del artículo 20 del Código Penal e imponga 

una medida de seguridad privativa de libertad. Si en este caso se acordara el internamiento 

cautelar, podrá prolongarse, como límite máximo, hasta la mitad de la duración de la medida  

privativa de libertad que haya sido impuesta en la sentencia. 

Artículo 78. Reglas de procedimiento. 
 

Para la adopción de cualquiera de las medidas cautelares mencionadas en los artículos  

anteriores y en lo no previsto expresamente en ellos, se seguirá el procedimiento establecido 

en el capítulo IV del libro II de esta ley con las siguientes especialidades: 

a) Se recabará informe emitido por un especialista sobre la adecuación de las medidas a la  

situación concreta de la persona afectada, evaluando especialmente la repercusión en su  

tratamiento. 

b) Sin perjuicio de las previsiones específicas que puedan establecerse, la persona que integre 

la institución de apoyo deberá ser oída antes de la adopción de medidas cautelares, se le 

notificarán todas las resoluciones que se dicten sobre las medidas cautelares y se procurará su 

presencia en las actuaciones que hayan de mantenerse personalmente con la persona afectada. 

c) Cuando su situación lo permita, la persona encausada será oída personalmente. 
 

d) Siempre se resolverá de acuerdo con el superior interés de la persona con discapacidad. 

 

 
 

SECCIÓN 5.ª ESPECIALIDADES DEL PROCESO EN EL CASO DE FALTA ABSOLUTA DE 

CAPACIDAD PROCESAL 
 

Artículo 79. Falta plena de capacidad procesal. 
 

1. Si una discapacidad impide completamente que la persona encausada comprenda el 

significado y las consecuencias del proceso que se sigue en su contra, el juez o tribunal lo 

declarará así en la resolución que ponga término al incidente regulado en el artículo 72 de esta  

ley. 



En este supuesto, la persona que integre la institución de apoyo asumirá la asistencia integral 

de la persona encausada y el procedimiento de investigación continuará hasta su conclusión. En 

todo caso, durante el procedimiento de investigación la persona encausada será defendida por 

el abogado designado por quien integre la institución de apoyo y en defecto de esta designación 

se nombrará abogado del turno oficio. 

2. Concluida la investigación, el Ministerio Fiscal adoptará alguna de las resoluciones siguientes: 

1.º. Cuando, en atención a las circunstancias y características del hecho punible, entienda que 

la continuación del procedimiento solo puede tener por objeto la imposición de una pena,  

decretará el archivo de las actuaciones hasta que la persona investigada recobre la capacidad  

necesaria para ser sometida a juicio. 

Si una vez decretado el archivo la persona encausada llegara a recobrar la capacidad, se 

procederá a la reapertura del procedimiento por los trámites de la fase intermedia, salvo que 

fuera necesaria la práctica de la primera comparecencia, en cuyo caso se realizará previamente 

dicho trámite. En todo caso, en la audiencia preliminar se dará oportunidad a la defensa del  

encausado de practicar las diligencias de investigación que no haya podido solicitar por razón  

de la falta de capacidad. 

2.º. Cuando, con arreglo a lo dispuesto en el Código Penal, resulte procedente la imposición de 

una medida de seguridad, dictará decreto acordando la conclusión del procedimiento de 

investigación y la continuación del proceso. 

En este supuesto, la acción penal será ejercida exclusivamente por el Ministerio Fiscal a los solos  

efectos de que se adopte la medida de seguridad que resulte adecuada. No obstante, si hubiera  

acusaciones particulares personadas, estas podrán continuar en el procedimiento en calidad de 

actores civiles. 

Artículo 80. Especialidades procesales del juicio oral para la imposición de la medida de 

seguridad. 

Cuando, con arreglo a lo dispuesto en el artículo anterior, el procedimiento haya de continuar 

para determinar la procedencia de adoptar una medida de seguridad, serán de aplicación las 

siguientes reglas: 

1ª La presencia de la persona acusada en el juicio oral podrá ser exceptuada en atención a su 

estado, pero la persona que integre la institución de apoyo siempre será citada para dicho acto. 

2ª Si la persona que integra la institución de apoyo dejase de comparecer injustificadamente al  

juicio oral, sin perjuicio de las responsabilidades en que hubiera podido incurrir, podrá 



ordenarse su detención conforme a lo dispuesto en el artículo 196 de esta ley. 
 

3ª La persona acusada estará representada por el procurador y defendida por el abogado 

designados por la persona que integra la institución de apoyo y, en su defecto, por los  

designados por el turno de oficio. 

4ª El abogado defensor siempre deberá comparecer conforme a las reglas generales de esta ley.  

5ª No se admitirá la conformidad. No obstante, cuando no exista controversia sobre la autoría  

del hecho punible y el tribunal lo considere adecuado a la vista de las circunstancias, el juicio 

oral podrá celebrarse exclusivamente a los efectos de determinar, con las pruebas testificales y 

periciales pertinentes, la peligrosidad de la persona acusada y la medida de seguridad que pueda 

resultar procedente. 
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